Carátula 
(Ingresa a Sala la delegación de trabajadores unipersonales del Chuy) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida a la delegación de trabajadores unipersonales del Chuy, señores Río Kis 
Rocha y Héctor Vasconcellos. 


SEÑOR VASCONCELLOS.- En primer lugar, quiero agradecer la deferencia que los miembros de la Comisión han tenido de 
concedernos su valioso tiempo, sabiendo que, lógicamente, deben tener temas muchísimos más importantes que este para tratar. 
De todos modos, queremos que entiendan que esta situación que vamos a explicar es de vital importancia para nosotros. 


Somos un grupo de trabajadores que desde hace 20 años estamos instalados en el cantero central que separa las localidades 
colinderas Chuy - Uruguay, Chuy - Brasil, en el norte del departamento de Rocha. Si bien durante muchos años trabajamos allí con 
la anuencia de las autoridades del Estado, hace un par de años, el entonces Senador Atchugarry -actual Ministro de Economía y 
Finanzas- propuso formalizar a los vendedores callejeros. Entonces, tratamos de sumergirnos en ese marco de legalidad y nos 
afillamos como empresas monotributarias. Sin embargo, hace poco tiempo, basados en el estatuto jurídico de la frontera 
promulgado el 20 de diciembre de 1933, se va en busca de una cooperación transfronteriza. Aclaramos que no estamos nada en 
contra de la misma, sino que, por el contrario, creemos que es de vital importancia para la zona. Pero lo que nos llevó a vivir una 
situación bastante desagradable fue que, a raíz de esa cooperación transfronteriza, el Gobierno brasileño plantea algunas 
exigencias que se aplican estrictamente en nuestra localidad. Esto nos sorprendió, por lo que tratamos de contactarnos con los 
Legisladores de nuestro departamento, en los que no tuvimos eco ni la respuesta adecuada. Dicha cooperación transfronteriza, en 
su artículo 11 establece que no debe haber construcciones en una franja de 10 metros a partir de la línea paralela de la frontera y 
motivó que en ese convenio bilateral se promulgara un decreto presidencial -N* 218 del día 14 de junio del año en curso- que 
resuelve remover los puestos de venta. Todo esto se basa en el artículo 11 de dicho estatuto. 


Debemos decir que hemos cumplido con lo establecido en el decreto y en la ley y, por lo tanto, no hay construcciones en la zona 
que se especifica. El día 25 de junio de ese mismo año, el señor Víctor Sánchez, Comisario de la Seccional 5?, nos invita a 
comparecer en la misma para comunicarnos esta resolución presidencial. Una vez que nos dimos por enterados, retiramos 
nuestras precarias construcciones y seguimos trabajando con una mesa o con un bolso, de manera provisoria. Aclaramos que no 
somos trabajadores informales, sino monotributistas reconocidos por las autoridades del Estado, que en su afán de recaudar jamás 
demostraron intención alguna de fiscalizar nuestro lugar físico de trabajo. De todo esto resulta que, por intermedio de la Jefatura de 
Policía de Rocha -cuya función específica, a nuestro juicio, es combatir el delito y no perseguir a trabajadores uruguayos 
contribuyentes- se nos notifica que, ajustados a lo que establece el decreto, debemos retirar nuestros puestos de venta. Además, 
entienden que no solamente eso motiva nuestro desalojo, sino que se consideraría como puesto de venta el simple hecho de la 
presencia de una persona con un bolso. 


Creo que no es competencia del Ministerio del Interior, y más especificamente de la Jefatura de Policía de Rocha, interpretar 
decretos y leyes. Los señores integrantes de la Comisión sabrán mejor que nosotros -que no somos juristas ni nada que se le 
parezca- que el decreto debe ser ampliatorio de la ley y armónico con la misma, pero jamás contradictorio. Entonces, si la ley habla 
de construcciones y el decreto así lo establece, no entendemos por qué la Jefatura de Policía de Rocha dice que una persona con 
un bolso es un puesto de venta. 


Hemos acudido a esta Comisión a solicitar el amparo y el apoyo de los señores Senadores. Nuestra situación, en lo que refiere a 
los aportes tributarios se está viendo seriamente comprometida porque no tenemos ni seguridad ni estabilidad laboral. Estamos 
hablando de más de 90 familias comprometidas directamente, que en forma indirecta involucran, además, a otras 500 familias. Se 
trata de mucha gente, si consideramos las dimensiones de nuestra localidad. 


Es nuestro deseo que si esta Comisión tiene los medios para ayudarnos, traten de buscar una solución a esta difícil situación. 


SEÑOR GARAT.- Como se recordará, en el Plenario del Senado hice alusión a la situación que están viviendo los trabajadores. En 
tal sentido, quiero hacer una pregunta que refiere a un aspecto más grave y que no se ha mencionado aquí. Me he enterado -y 
quiero confirmarlo- que ha habido una situación de acoso policial. Incluso, estos trabajadores, por estar con un canasto o una mesa 
vendiendo fuera de la zona prohibida y ya en territorio uruguayo, han sido llevados detenidos -y en algún caso pasados a Juez- y, 
hasta procesados por delito de desacato frente a una orden policial. 


Reitero que esta es la información que tengo y desearía que si es cierta me la confirmen. 


SEÑOR VASCONCELLOS.- Lo que dice el señor Senador Garat es cierto, pero estábamos esperando la oportunidad para tratar el 
tema. 


Fuimos detenidos en varias oportunidades. La primera de ellas, ocurrió el día 18 de julio, cuando fuimos notificados de que no 
podíamos estar en la zona, mientras que nosotros entendíamos que no estábamos infringiendo ni la ley ni el decreto -que, reitero, 
habla de construcciones y no de personas físicas- hasta que últimamente, en el corriente mes, fuimos invitados a comparecer ante 
la Jueza de nuestra localidad. Esto se repitió en tres o cuatro oportunidades, hasta que el día viernes pasado, cuando nos 
encontrábamos aquí visitando a algunos parlamentarios para sensibilizarlos y lograr que tomen medidas para resolver el asunto -lo 
que hasta ahora, reitero, no hemos conseguido- por teléfono nos comunican que doce compañeros fueron procesados por el delito 
de desacato. 


Entonces, si querer trabajar en este país implica incurrir en una figura delictiva, creo que estamos abordando una situación que nos 
llena de indignación. Disculpen la expresión, señores Senadores, pero esto nos hace sentir rechazo y una absoluta impotencia. 


Lo cierto es que doce compañeros fueron procesados por el delito de desacato. Pienso que los señores Senadores saben cómo se 
manejan estas cosas en los pueblos: la doctora se lo dijo a un actuario y éste salió a repetir que, de aquí en más, quien vuelva al 


Juzgado va a ser sometido a tres meses de cárcel. 


Reitero que si el delito es trabajar habrá cien familias que quedarán sin sus sustentos pero -estamos todos convencidos de ello- 
iremos juntos al penal de Rocha. 


En cuanto a los documentos, puedo decir que hay muchos y le hemos facilitado al señor Senador Garat la documentación 
adecuada, entre la que se cuenta el Estatuto Jurídico de la Frontera, el Decreto presidencial, las notificaciones correspondientes y 
dejo para señalar en último término el que demuestra la poca voluntad política que hay en nuestro departamento para solucionar 
este problema. Pero, antes de expedirme sobre el tema que voy a puntualizar, quiero recordar que hemos hecho aportes 
organizativos al Ministerio de Relaciones Exteriores y hemos conversado, en varias entrevistas, con el señor Ministro Stirling quien, 
por decirlo de alguna manera, levantó el centro para ver si alguien cabeceaba, pero nadie lo hizo, nadie asumió responsabilidades 
y hoy nos encontramos a la deriva. Quería señalar que cuando desalojamos el corredor internacional fuimos hacia territorio 
uruguayo, fuera de los diez metros establecidos en el decreto a que hicimos referencia, donde estábamos sujetos a la normativa 
municipal. El 18 de setiembre de este año aparece una resolución por la cual el señor Intendente Municipal de Rocha, Irineu Riet 
Correa manifiesta -aun cuando coincide con los vendedores en que debemos estar en el cantero central porque es el lugar ideal 
para nuestra tarea- que nos intima a salir bajo apercibimiento de usar la fuerza ofreciendo "palo" a ciudadanos uruguayos 
contribuyentes si no salíamos de la vereda, pues entendía que estábamos violando ordenanzas municipales relativas a los 
permisos para nuestra instalación. Esto está firmado y documentado por el Presidente de la Junta Local, perteneciente al Partido 
Nacional, el señor Fermín Nieves y su Secretario, también del Partido Nacional, señor Amorín. 


Como podrán ver los señores Senadores, nuestra situación es desesperante. Por supuesto, queremos seguir contribuyendo y 
trabajar decentemente. Si somos ciudadanos honorables a la hora de pagar no se puede admitir que a la hora de reclamar seamos 
una molestia. Quiero agregar que no somos de los uruguayos que gritamos ¡Viva la Patria! aquí y vamos a dormir al Brasil. 
Creemos en nuestro país y queremos seguir viviendo en él. Aceptamos las reglas del juego pero no es posible que nos acosen de 
esta manera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber si cuentan con algún informe acerca de si esto se aplica en Rivera, en el Chuy y en 
todos lados, o si es una ordenanza especial solamente para el Chuy. 


SEÑOR ROCHA.- Me gustaría hacer un breve análisis de la situación. 


A principios del año en curso la policía federal brasileña, en la única localidad de toda la frontera de nuestro país que tiene contacto 
con el Estado de Río Grande do Sul, exigía a los ciudadanos uruguayos que vivían en ese territorio, la documentación 
correspondiente. Obsérvese que esto se exigía únicamente en la ciudad de Chuy, y que no se hizo lo propio ni en Rivera ni en 
Quaraí ni en Yaguarón, lo sabemos porque tenemos contacto con trabajadores de las otras fronteras. Realmente, nos pareció muy 
extraño que esto se diera solamente en una localidad. 


A raíz de los problemas que se suscitaron con los ciudadanos uruguayos que vivían en el lado brasileño del Chuy y en la Barra, se 
empieza a trabajar en el Convenio Transfronterizo con los indocumentados, o sea, tanto con los uruguayos que vivían en Brasil 
como con los brasileños que vivían en Uruguay. A la hora de negociar, nos llama poderosamente la atención que el grupo de 
Diputados que trabajó en este tema no conociera el hecho de que se le exigiera al Gobierno uruguayo el retiro de los vendedores 
que nos ubicábamos en la línea del Chuy. Cabe agregar que siempre hemos tenido conflicto con el Prefecto brasileño, situación 
que ha salido en la prensa por cuanto ha tenido intención de hacer un muro o de alambrar. 


Cuando nos instalamos, a partir del año 1980, el Municipio del Chuy no existía y la ciudad dependía de Santa Vitoria do Palmar. 
Jamás se planteó un reclamo por parte de la Prefectura de esa ciudad pero cuando el Chuy se emancipa, quien asume la 
Prefectura toma como bandera el desalojo de los vendedores, tanto uruguayos como brasileños. Se dio el caso de que cuando el 
año pasado corrimos nuestro puesto de venta a territorio uruguayo propiamente dicho, los brasileños que estaban instalados 
también fueron obligados a retirarse al territorio uruguayo, pues no se quería que ellos permanecieran del lado de Brasil. 
Precisamente, tenemos una filmación de cuando se hizo el desalojo, donde se puede observar claramente que los brasileños 
reclamaban porque estaban siendo expulsados de su país. Sin embargo, esos brasileños permanecieron en su territorio y ese día 
en que se produjo la expulsión, actuó un grupo de la policía militar de Brasil, que venía especialmente de Porto Alegre ya que en el 
Chuy brasileño no hay más de dos policías en cada turno y todos nos conocemos. Ese mismo día la policía brasileña cruzó la línea 
divisoria arremetiendo contra los vendedores brasileños y los uruguayos que los estábamos acompañando. Había, además, 
funcionarios de la Seccional 5? de Policía, algunos de los cuales se llevó un empujón. Cabe destacar que la Jefatura de Policía de 
Rocha fue enterada de esta situación pero pensamos que no hizo lo propio con el Ministerio del Interior, como tampoco lo hizo la 
Cónsul, que estaba presente ese día. Por cierto, esto también nos parece muy extraño. 


De allí en más, se produjo un tire y afloje en cuanto a si salíamos o no. Ya estando en territorio uruguayo, al ver que nos uníamos 
en esa cooperación fronteriza, se exige que nosotros seamos retirados, pero sólo en el Chuy. Cuando concurrimos a hablar con el 
señor Ministro del Interior, nos dijo que la medida era solamente para esa ciudad. Además, en una reunión mantenida con los 
Intendentes de la zona fronteriza, tanto uruguaya como brasileña, el doctor Tabaré Viera, Intendente de Rivera, nos comunica que a 
Rivera no llegó ni siquiera una notificación del Ministro del Interior en el sentido de que existía el decreto, y que lo conocían a través 
de publicaciones oficiales. De modo que la medida solamente se estaba aplicando en la ciudad de Chuy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos el aporte realizado por esta delegación, el cual ha sido muy claro, y desde ya adelantamos 
que la Comisión reflexionará sobre el tema y que nos mantendremos en contacto. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación de comerciantes unipersonales de Chuy) 


SEÑOR GARAT.- La verdad, señor Presidente, es que cuando me enteré de este problema me preocupé mucho. Pienso que lo 
mínimo que le podemos pedir a la seguridad del Estado es que proteja a los ciudadanos uruguayos dentro de sus fronteras. Si éste 
no es capaz de cumplir con ese mandato, no es capaz de cumplir con nada. El tema central de esta discusión que más me 
preocupa es que estos ciudadanos estén siendo acosados por la policía. En realidad, no sé qué intereses creados hay en la 


frontera -supongo que deben ser muy grandes- pero, según lo que relataba uno de los ciudadanos y de acuerdo con lo que he 
investigado, el Prefecto del Chuy es dueño del principal supermercado y no quiere que haya nadie en la zona. Es claro que estas 
personas compiten con el supermercado, porque cuando llega la gente a hacer sus compras se encuentran con los ciudadanos 
uruguayos que están de este lado de la frontera vendiendo productos uruguayos -que son competitivos y que interesan- y 
brasileños; en este último caso, estos vendedores ambulantes se ingenian para comercializarlos a un precio menor al que ofrece el 
supermercado. De todas maneras, del lado uruguayo hay conciudadanos que están trabajando legítimamente, y por tanto, no 
entiendo por qué sucede esto. 


Quiero aclarar que ya he hablado con el señor Ministro Stirling. Ahora bien, el decreto aprobado por el Ministerio de Relaciones 
Exteriores lo único que hace es repetir lo que establece la ley del convenio internacional. Precisamente, dicho decreto, de fecha 14 
de junio del 2002, establece -a este decreto se referían los visitantes- que se remuevan los puestos de venta instalados en territorio 
uruguayo en la faja de 10 metros de ancho paralela a la línea divisoria entre la República Oriental del Uruguay y la República 
Federativa de Brasil en el plazo de 15 días a partir de la fecha del presente decreto. Cuando dice que se deben remover todos los 
puestos, se refiere a los quioscos y otras modalidades que siempre existieron. Dichos puestos se removieron. Lo que sucede es 
que la policía de Rocha saca una notificación pero no sabemos quién dio la orden; esto es lo que tenemos que averiguar, porque 
aquí radica la responsabilidad. Dicha notificación dice lo siguiente: "Por la presente se notifica a los abajo firmantes vendedores 
establecidos en el cantero central existente" -ya no están más- "entre las localidades de CHUY-Uruguay y CHUI-Brasil, que de 
acuerdo a lo establecido y ya notificado en el decreto de fecha 14/6/2002 del Poder Ejecutivo" -que acabo de leer- "la medida que 
impide el establecimiento de puestos de venta en dicho lugar, no sólo se refiere a la existencia de puestos con algún tipo de 
edificación" -esto es lo que dice el decreto y el convenio internacional- "sino que también comprende a cualquier tipo de puestos de 
venta, llegándose a considerar como tal, la mera presencia de una persona vendiendo con un bolso, en una faja que comprende 10 
metros de la línea fronteriza de Uruguay." Esta es la notificación de la policía y, en realidad, constituye una interpretación de su 
parte. El hecho más grave de todo esto es que, más allá de esta notificación, el trabajador que es detenido y llevado al Juez es 
procesado por desacato y no porque esté cometiendo un delito, ya que no puede existir un delito sobre un decreto -los abogados 
aquí presentes entenderán bien esta situación- sino por desacato a la policía. Esto sucede cuando la policía advierte a una persona 
que no puede realizar determinada actividad y ésta responde que entiende que no está cometiendo ningún delito; de esa manera la 
persona es detenida y procesada por desacato. 


Para mí esta situación es gravísima porque debemos ser capaces de dar el mínimo amparo en seguridad a los ciudadanos que 
están trabajando, en lo que pueden, sin cometer ninguna infracción, y creo que es responsabilidad del Parlamento salvaguardar el 
derecho de la gente de circulación, de reunión y de trabajo, mientras no infrinja la ley. 


Quiero agregar algo más para los que conocen la zona: es tan absurdo esto que se está llevando a cabo, que al costado del 
cantero central, que ya ha sido desalojado y sobre el que no hay ningún tipo de construcción, se han formado estacionamientos de 
autos. Esto demuestra la mala voluntad existente. Pienso que esta situación bien se podría solucionar entre el Municipio, la policía 
y los interesados, encontrando un lugar para que se establezcan estos últimos donde no haya estacionamientos de autos. Pero de 
ninguna manera se le puede responder a esta gente -que alcanzan, aproximadamente, a 90 o 100 trabajadores afiliados a la 
Dirección General Impositiva y que significan 300 o 400 personas que viven de esa actividad, entre los que se encuentran 
muchachos jóvenes con hijos chicos que no tienen otro trabajo para hacer- llevándola presa. Aquí no sólo no se busca una 
solución, sino que todavía se lleva presos a los trabajadores a través de una orden policial que no tiene ningún sustento legal, y se 
los procesa. Además, poseo información -no puedo brindar detalles, porque estaría prejuzgando- en cuanto a que se los acosa 
diciéndoles que, si no dejan de instalarse en esa zona, serán detenidos tres o cuatro meses con las sentencias judiciales 
correspondientes que, en algunos casos, implicaría la reiteración. En definitiva, la base de los procesamientos efectuados es esta 
notificación que, en realidad, no tiene ningún sustento legal. 


Creo, señor Presidente, que tenemos que tomar alguna medida. Me parece que deberíamos citar al señor Ministro del Interior para 
que nos informe sobre qué es lo que está sucediendo en esa zona, ya que toda la acción de la policía es la que ha desencadenado 
esta situación. Sé que el señor Ministro del Interior está enterado absolutamente de todo y, si él quisiera, ya hubiera podido arreglar 
este problema. En razón de que está en juego el trabajo de estas personas, me molesta mucho que estas cosas sucedan en el país 
y no quiero tener ninguna responsabilidad sobre las consecuencias de esto. Por esta razón he realizado este planteo. 


SEÑORA ARISMENDI.- Comparto la propuesta que ha señalado el señor Senador Garat. 


Ahora bien, de comprobarse el otro hecho que señalaban los visitantes en cuanto a que hay policía brasileña que cruza la frontera 
y persigue personas dentro del territorio nacional, estaríamos ante un escándalo. No me parece razonable desatar a propósito un 
"escandalete" a nivel internacional, cuando se trata de algo que se puede resolver de buena manera. Entiendo que la frontera tiene 
determinadas características y que los límites en la vida cotidiana son algo borrosos, pero no tanto como para que actúe la policía 
de Brasil en territorio nacional ya sea detrás de uruguayos o de brasileños. Creo que esto también habría que consultarlo con el 
señor Ministro de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sé que este tema es muy complejo. En este caso, a mi entender, habría tres mecanismos posibles a poner 
en práctica: viene un Ministro, o el otro, o de lo contrario asisten en forma conjunta. Lo que no quisiera es que el Ministro del Interior 
dijera que se está actuando en función del decreto aprobado por el Ministerio de Relaciones Exteriores. Por tanto, me inclinaría por 
citar primero al Ministro de Relaciones Exteriores, aunque este trámite nos insuma un tiempo más prolongado. En ese sentido, 
consulto a los señores Senadores. 


Personalmente, quisiera saber qué opina el señor Ministro de Relaciones Exteriores sobre las actuaciones de la policía en cuanto al 
decreto que él firmó. Soy consciente de que lo urgente en este caso es el acoso policial, pero puede pasar que se nos diga que 
existe un decreto sobre el cual se basan las actuaciones, cuando en realidad el decreto dice una cosa y la resolución de la Jefatura 
de Rocha expresa otra que no se ajusta al mismo, aunque comienza tomándolo en cuenta. 


Estoy a lo que digan los señores Senadores, pero me parece que, en primer lugar, debemos resolver por dónde empezar. 
SEÑOR GALLINAL..- El decreto lleva la firma del señor Ministro del Interior, por lo que me parece correcta la apreciación del señor 


Senador Garat en el sentido de que se debería dilucidar con él este tema. Como dije, el señor Ministro del Interior firmó el decreto, 
las fuerzas policiales están bajo su mando y, por lo tanto, a él le corresponde interpretar la forma en que se aplica. En 


consecuencia, me parece que corresponde enviarle la versión taquigráfica con las manifestaciones de quienes hoy nos han 
visitado, agregándole lo expresado por el señor Senador Garat. Luego deberíamos invitarlo a que concurriera a la Comisión a los 
efectos de que nos explique cómo interpreta el decreto y la referencia que surge de sus propios considerandos. No tengo en mi 
poder en este momento el convenio que existe entre Uruguay y Brasil, que es el que corresponde interpretar. 


SEÑOR GARAT.- Se trata del artículo 11, que dice que en el futuro no podrá levantarse ninguna construcción dentro de la faja de 
44 metros de ancho a que se refiere el artículo 9. La misma disposición continúa expresando que en cualquier otro trecho de la 
frontera no se permitirá hacer nuevas construcciones o reconstrucciones a menos de 10 metros de la línea divisoria. Quiere decir 
que este artículo habla de construcciones permanentes. 


SEÑORA ARISMENDI.- Podría interpretarse que esto rige desde que se aprobó el convenio en adelante, ya que no se establece 
que sea retroactivo. 


SEÑOR GARAT.- Aclaro a la señora Senadora que este convenio es del año 1930. 
SEÑORA ARISMEND!.- Lo sé, pero hay que tener en cuenta que el decreto es de ahora. 
SEÑOR GARAT.- Sí, señora Senadora, pero el decreto actualiza la norma. 


SEÑOR GALLINAL.- El señor Senador Garat nos ha leído el artículo correspondiente del convenio; de todas maneras, observo 
que en los considerandos del propio decreto se hace referencia expresa a las construcciones. Quiere decir que, por lo menos en la 
aplicación de ese decreto, mal se puede perseguir a un vendedor ambulante. Ahora bien, pueden existir otras normas que brinden 
potestades al Ministerio del Interior para impedir la presencia de los comerciantes ambulantes en ese lugar. En ese caso, se 
debería invocar esas normas y no la que estamos analizando en esta circunstancia. Esta es otra razón para proceder conforme a lo 
que solicitaba el señor Senador Garat. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Entiendo que este es un tema de competencias concurrentes de los Ministerios de Relaciones 
Exteriores y del Interior; más aún, también firma este documento el señor Ministro de Defensa Nacional. Como dije, este asunto 
compete a los dos Ministerios que mencioné en primer lugar. Por lo tanto, me parece inconveniente citar a un Ministro para que nos 
diga que, en realidad, se trata de un problema relativo al otro Ministerio, y viceversa. 


Entonces, creo que lo mejor que podemos hacer es pedir la opinión de los dos Secretarios de Estado porque, como expresé antes, 
este es un típico tema de competencias concurrentes. Me imagino que este aspecto ya lo conoce el señor Ministro del Interior y 
tendrá su opinión al respecto. Pienso que lo menos que debe hacer la Comisión es escuchar a los responsables en estas dos 
áreas. 


SEÑOR GALLINAL.- El Ministerio de Relaciones Exteriores no manda sobre la policía, por lo que aquí hay un problema de 
aplicación de un decreto por parte del Ministerio del Interior y la policía. Obviamente, esto debía ser firmado por el señor Ministro de 
Relaciones Exteriores porque es una materia que lo vincula en cuanto se trata de un convenio de carácter internacional. Sin 
embargo, reitero, su aplicación está dentro de la competencia exclusiva del Ministerio del Interior, a través de la policía y, en este 
caso, de la Jefatura de Policía de Rocha, en su dependencia del Chuy. Es por esta razón que me parece que sería suficiente la 
presencia del señor Ministro Stirling. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quiero dejar constancia que no comparto esa tesis y si se aprueba esa moción, adelanto desde ya 
que no voy a concurrir a esa sesión. Reitero que entiendo correctamente que se trata de un tema de competencias concurrentes. Si 
se quiere perder el tiempo, es un problema de los señores Senadores; yo no vengo a esta Casa a perder el tiempo. Planteo las 
cosas como entiendo que son. Vuelvo a mencionar que, claramente, es un tema de competencias concurrentes, en el que está 
involucrado un tratado o una convención, que son aspectos típicos del Ministerio de Relaciones Exteriores. A su vez, el Ministerio 
del Interior ejerce las competencias que le solicita el Ministerio de Relaciones Exteriores. Por lo tanto, vuelvo a reiterarlo, aquí nos 
encontramos con un problema de competencias concurrentes. 


¡No perdamos el tiempo, señores Senadores! De lo contrario, se nos va a decir que los políticos nunca hacemos nada y perdemos 
el tiempo. Entonces, seamos prácticos y consultemos a los dos responsables en estas órbitas; de esa forma, seguramente vamos a 
entender mejor el asunto. De otro modo, vamos a perder el tiempo un día y otro, y creo que todos tenemos demasiado trabajo en 
esta Casa como para eso. 


SEÑOR GARAT.- He escuchado atentamente el razonamiento del señor Senador Correa Freitas y la verdad es que lo que me 
pareció más grave en este episodio es el acoso policial y el procesamiento de la gente debido al desacato en cuanto a una 
actuación de la policía. 


Teniendo en cuenta mi modo de visualizar el respeto de los derechos de los ciudadanos, me parece que esta actuación de la 
policía hubiera sido suficiente -en caso de que me acompañara algún grupo de Senadores- como para plantear una interpelación al 
señor Ministro del Interior. Entiendo que este es un hecho gravísimo y el Parlamento no puede tolerar esa forma de actuar de la 
policía frente a los ciudadanos. 


Recordemos lo que muy acertadamente ha dicho el señor Melgarejo -que integraba la delegación anterior que nos visitó- en el 
sentido de que la gente mira al Parlamento como algo a lo que no se le tiene confianza en cuanto a la defensa de sus derechos. En 
realidad, los parlamentarios, fundamentalmente, estamos para defender a la gente. 


Reitero que la actuación de la policía fue el hecho que me pareció más grave. 
Por supuesto que si logramos que a la brevedad vengan los dos Ministros -porque debemos tener en cuenta que el señor Ministro 
de Relaciones Exteriores generalmente pasa más tiempo en el exterior que en el Uruguay, y es muy difícil de encontrar- por 


ejemplo, la semana que viene, no tengo ningún inconveniente en que ambos concurran a la Comisión. 


SEÑOR GALLINAL.- No tengo problemas; inclusive, en la interpretación del señor Senador Correa Freitas, también podríamos 
invitar al señor Ministro de Defensa Nacional porque en el medio hay un problema de frontera y de seguridad nacional. Si como se 


ha dicho, el Prefecto del Chuy tiene sus intereses y en función de eso se los está persiguiendo -porque parecería que compiten con 
la actividad que desarrolla ese supermercado- ahí tendría que actuar el Ministerio de Defensa Nacional para impedir una 
intromisión de esas características. 


Por eso me allano a la posición del señor Senador Correa Freitas, por lo que invitaría a los tres, claro, en la medida en que sea 
como dice el señor Senador Garat, en el correr de la semana que viene, y en caso de que no puedan concurrir los Ministros de 
Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores, que lo hagan los Subsecretarios. Pero sí creo que es importante que asista el señor 
Ministro del Interior, y por ello hago hincapié en que se invite concretamente al escribano Stirling. 


SEÑORA ARISMENDI.- Voy a hacer una propuesta. Creo que una forma de allanar la salida es encomendar a la Presidencia que 
haga las gestiones correspondientes a la brevedad porque, más allá de este debate, aquí hay un problema de urgencia, que es que 
esto no siga sucediendo mientras discutimos a qué señor Ministro tenemos que llamar. Por lo tanto, sería importante encomendar 
al señor Presidente que se comunique, en primer lugar, con el señor Ministro del Interior para trasmitirle la voluntad unánime de 
esta Comisión en cuanto a que estos incidentes no se repitan, al menos mientras no tengamos la oportunidad de intercambiar 
opinión sobre el fondo de la cuestión. Conjuntamente, habría que tratar de atar las competencias concurrentes a que se refería el 
señor Senador Correa Freitas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, enviaríamos la versión taquigráfica a los tres Ministerios y 
pediríamos al señor Ministro Stirling que comparezca el próximo jueves a esta Comisión y también los Ministros de Defensa 
Nacional y de Relaciones Exteriores -naturalmente que haremos los contactos del caso- y, en caso de que surja alguna 
complicación, que se hagan representar por los Subsecretarios. 


SEÑORA ARISMEND!.- Insisto en que mientras tanto no haya, en lo posible, ningún inconveniente de este tipo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al primer punto, de los maleteros del Aeropuerto Internacional de Carrasco, me parece que 
corresponde enviar al Ministerio de Defensa Nacional la versión taquigráfica adjuntada a una nota de quien habla. 


SEÑORA ARISMENDI.- Correspondería, también, agregar el texto de la ley que en su momento fue aprobada y posteriormente 
vetada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Adelanto que el punto tercero permanecerá en el orden del día, pero vamos a hacer un comparativo de la 
ley existente, a los efectos de poder comenzar a tratarlo en la próxima sesión. 


Con respecto a los trabajadores de la empresa SELTAR S.A., sinceramente digo que hasta ahora no se me ha ocurrido nada. Pido, 
pues, que los señores Senadores agudicen el ingenio para ver qué podemos hacer dentro de nuestras competencias. 


SEÑOR GARAT.- Creo que tendríamos que estudiar algún sistema legal para que en la forma de cooperativa -como me acotaba el 
señor Senador Correa Freitas- estas personas puedan continuar trabajando. 


SEÑORA ARISMENDI.- Lo que nos comentaron fuera de la versión taquigráfica -porque ya se estaban retirando- es que son pocos 
trabajadores que han ido autogestionando de hecho la empresa y que, inclusive, hasta existirían posibilidades de continuar con la 
colocación de la producción. Esta es, pues, una chance que no se da en otras situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También en este caso podríamos enviar la versión taquigráfica al señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería a los efectos de que la remita a la dependencia correspondiente de esa Cartera, como forma de enviar una señal. 


SEÑOR GALLINAL.- Tenemos interés en empezar a estudiar con cierta celeridad -porque es necesario hacerlo- el tema de la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. Creo que el proyecto de ley se encuentra en el ámbito de la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social integrada con la de Hacienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aquí existe un problema de competencia que pensaba aclarar. A los efectos de decidir sobre el régimen de 
trabajo, habría que citar a la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social y a la Comisión de Hacienda, por lo menos, para 
cumplir con la parte formal. Pero el tema es que tenemos planteada alguna discrepancia con el señor Senador Brause, también en 
lo que hace a lo formal. 


SEÑOR GALLINAL.- No sé por qué tienen que integrarse puesto que, por ejemplo, lo relativo a la Caja Policial por ahora está en 
esta Comisión y no hay integración de ningún tipo. 


(Dialogados) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Hago el planteo porque mi idea era convocar a la Comisión para los primeros días de noviembre. 
SEÑORA ARISMENDI.- Quiero dejar sentado que pretendemos discutir el problema del Registro de Desocupados, ya sea en la 
versión del señor Senador Gallinal, en la nuestra, en ambas o en una tercera que encontremos; pero, en definitiva, queremos que 
en forma urgente el tema se incluya en el orden del día. 

SEÑOR PRESIDENTE..- En resumen, el próximo jueves atenderíamos este problema que se ha planteado en el Chuy; en la sesión 
siguiente se tratarán algunos proyectos y no se concederá ninguna audiencia; y, previa conversación con el señor Senador Brause, 
a los efectos de evitar cualquier tipo de mal entendido, en los primeros días de noviembre, en un horario diferente a éste, 


convocaremos a esta Comisión integrada con la de Hacienda, para por lo menos decidir un régimen de trabajo a fin de analizar el 
tema de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. 


(Apoyados) 
- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 39 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


